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PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que vería con agrado que a través de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, se instruya al Fiscal General del Departamento Judicial de Lomas de Zamora para que, dada la trascendencia institucional de los hechos denunciados en las causas nros. 766.045, en trámite por ante la U.F.I. 17 y 766.038, en trámite por ante la U.F.I. 8, ambas a cargo del Juzgado de Garantías nº 1, se proceda a arbitrar todos los medios necesarios para que se agilice la investigación de las denuncias formuladas.    

FUNDAMENTOS

Como recordarán los Sres. Legisladores, el día 2 de noviembre de 2005, a partir de las 6,45 horas de la mañana, los trabajadores municipales de Avellaneda se concentraron a las puertas de la Intendencia de Avellaneda, Gûemes 835 de esa ciudad,  con el objeto de concretar la realización de una Asamblea convocada para las 8 hs. por el Sindicato de Trabajadores Municipales de Avellaneda, en el hall central del edificio comunal. 

                      

El motivo de la Asamblea era protestar por la negativa del Intendente, Álvarez de Olivera, a recomponer el salario de los trabajadores.

 



La manifestación era de neto corte pacífico. Los trabajadores no buscaban confrontación alguna. Sólo pretendían ejercer el derecho constitucional de peticionar.

 



Les fue impedido a los trabajadores ingresar al Edificio municipal. Quienes impedían el acceso eran personas ajenas al municipio, esto es, no se trataba de agentes municipales encargados del ingreso del personal. Eran personas conocidas de Avellaneda como “patoteros” al servicio del Intendente municipal.





 Repentinamente fueron atacados a balazos por esas personas, entre las cuales se encontraban los dos imputados de la causa penal 634.874 tramitada por ante la UFI 17 de Lomas de Zamora, Ascoitia y Sandoval. Este último “contratado” por el municipio  para el Plan Municipal Envión que se desarrollaba en la villa de emergencia conocida como Villa Tranquila.





 No solo la presencia de Ascoitia resulta impropia, al no pertenecer al personal municipal, sino que también la presencia de Sandoval resulta inexplicable toda vez que su lugar de trabajo era en la Villa Tranquila y no en el Palacio municipal. Máxime que de la causa surge que ingresó al Edificio municipal alrededor de las cuatro de la mañana, en compañía del hermano de su concubina, persona ajena a la planta de personal.





 En la causa referida esta probado que tanto Sandoval como Ascoitia, agredieron a balazos a los trabajadores allí presentes y que fueron detenidos “in frganti delito” por las fuerzas del orden y sometidos a proceso, habiendo concluido sus causas, admitiendo la culpabilidad a través de el Instituto del Juicio Abreviado.



                      Si bien Sandoval, -al momento de los hechos-, estaba contratado para trabajar en el Plan Envión en la villa de emergencia, conocida como Villa Tranquila, se le remuneraba con el sistema denominado “HORAS CATEDRAS”, pese a que solo completó la escuela primaria, ya que abandonó los estudios secundarios antes de terminar el 1º año,  está probado que el otro procesado –Ascoitia- no pertenecía a la planta de personal municipal, ni como contratado y que ambos esgrimieron y dispararon a mansalva, armas de fuego que portaban, de las cuales una fue secuestrada (pistola 9 milímetros con numeración limada) y la otra, calibre 22, habría sido descartada por Ascoitia al momento de su detención.

                    


 Que los dos sujetos, penalmente responsables, se encontraban en el interior del municipio se halla acreditado en la causa.





 Sin embargo el señor Fabián Orlando Monzón -Subsecretario de Recursos Humanos del municipio-, entrega una planilla de cómputos con detalle de personas ingresadas al Municipio hasta la hora de los hechos, de la cual surge que los delincuentes Ascoitia y Sandoval no se encontraban registrados. Reciben la referida planilla el Capitán Daniel Osvaldo Barrial, quién conjuntamente con el Teniente Alfredo Araujo Palavicino, de Asuntos Internos, dependientes del Ministerio de Seguridad de la Pcia. de Buenos Aires, en cumplimiento de la “orden de presentación”, emanada del Juzgado de Garantías Nº 1, del Departamento Judicial de Lomas de Zamora –a cargo del Juez. Dr. Tomas Bravo-, según consta a fs. 120/21 y 122 de las actuaciones, concurrieron al municipio.

                    


 En esa hoja de cómputos solo figuran nueve empleados municipales. Como dije no se informó sobre la presencia de Ascoitia y Sandoval, como así tampoco la de otras personas que se encontraban en el lugar.





 He aquí claramente una maniobra tendiente a ocultar la presencia de los mencionados Sandoval y Ascoitia, como de las demás personas que respondiendo al Gobierno municipal estaban dentro del municipio con el objeto de reprimir a los trabajadores que legítimamente pretendían realizar una Asamblea. Se acredita que los hechos denunciados no fueron productos de la casualidad sino de un plan orquestado de represión y amedrentamiento, y que por lo visto  incluía hasta la muerte de algún trabajador municipal por parte de estas bandas armadas, como pudo haber ocurrido.

         

         El Sr. Intendente Baldomero Álvarez de Olivera y otros funcionarios del alto rango en el gobierno municipal son responsables absolutos de la presencia de los encartados Ascoitía y Sandoval, portando armas de fuego, y de otras personas entre las cuales se cuenta el Sr. Miguel Ángel Álvarez quienes no siendo personal municipal se encontraban injustificadamente en el edificio comunal donde acaecieron los hechos del 2 de noviembre de 2005. 





 Como estas responsabilidades no fueron investigadas por la Fiscalía, ni habrá juicio oral, por haberse acordado el  Juicio Abreviado, como para que aparezcan a la luz pública las responsabilidades de quienes facilitaron la presencia de los delincuentes en el edificio municipal, se ha promovido una denuncia penal por PARTICIPACIÓN CRIMINAL (arts. 45 y 46 del Código Penal) contra el Sr. Baldomero Álvarez de Olivera y otros funcionarios de su elenco gobernante (causa 766.038, UFI 8, Dto. Judicial de Lomas de Zamora). 





 Volviendo a la causa penal 634.874, señalo lo siguiente:

1. Se decretó el procesamiento de los detenidos Ascoitia y Sandoval imputados de los delitos de HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA EN CONCURSO CON TENENCIA ILEGAL DE ARMA DE GUERRA para Sandoval, y la PRISION PREVENTIVA de ambos (5-12-2005).

2. La calificación legal fue modificada por la Cámara de Feria del Departamento Judicial de Quilmas, el 26 de enero de 2006. Esta dispuso que se trataba del delito de ABUSO DE ARMA PARA AMBOS CON TENENCIA ILEGAL DE ARMA DE GUERRA para Sandoval, pese a que en sus considerandos el Tribunal admite que “...los imputados efectuaron disparos hacía la multitud...”. No debe olvidarse que por los disparos a la multitud el trabajador municipal Miguel Gadea, fue herido de bala y salvó su vida de casualidad, ya que la bala, que aún se halla alojada en su cuerpo, a dos cm. del pulmón, no atravesó órganos vitales. 
3. Como consecuencia de esta recalificación Ascoitia recuperó inmediatamente su libertad y Sandoval logró transformar en abril de 2006 su detención en “detención domiciliaria”, con permiso para trabajar en la Municipalidad de Avellaneda quien lo reincorporó, ahora como personal de planta transitoria, a partir del 1 de mayo de 2006, duplicándole la remuneración, destinándolo a tareas administrativas en la Secretaría Privada y de Coordinación del Intendente municipal.

4. Tanto la calificación penal como la negativa a hacer lugar a medidas de pruebas por parte de la fiscalía, quien elevó la causa a juicio oral, se encuentran apeladas ante la Cámara de Casación de la provincia.

5. Pese al pedido de elevación a juicio, el Fiscal de Juicio propuso aplicar el Instituto del Juicio Abreviado, que los imputados aceptaron expresamente, evitándose así la consecuencia de un juicio oral. 





 Como es dable observar, desde el dos de noviembre de 2005, como consecuencia de estar privado de la libertad imputado del delito de homicidio en grado de tentativa, en concurso con tenencia ilegal de arma de guerra, Marcelo Alejandro Sandoval dejó de prestar servicios en el municipio, pese a lo cual se le habrían abonado los haberes del mes de noviembre y diciembre de 2005. Información que surge del ANSES.




          El pago de salarios, o haberes, se realiza como consecuencia de la contraprestación laboral que realiza el trabajador. 





 Obviamente no existía por parte de Sandoval trabajo alguno por el que tenía que ser remunerado.





 El abonar a Sandoval remuneraciones por períodos no trabajados por las causas señaladas, convierte a los funcionarios responsable del hecho, incursos en el delito de ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACIÓN DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PÚBLICO a más de MALVERSACIÓN DE FONDOS PUBLICOS derivado de un doloso manejo de los recursos municipales que surge del aporte (tasas e impuestos) que realizan los contribuyentes del municipio.





 Sin duda alguna ello tenía por objeto proteger de alguna manera a Sandoval. Que no sintiera que se lo abandonaba. Para ello no trepidaron en utilizar los fondos públicos. 





 La necesidad de dar señales de protección a los vándalos que atacaron a tiros a los trabajadores llevó al absurdo de otorgarle a Sandoval, trabajador temporario remunerado con horas cátedras, una licencia sin goce de haberes desde el 1º de diciembre de 2005 al 15 de abril de 2006, según reza la certificación firmada por el Subsecretario de Recursos Humanos de la Municipalidad de Avellaneda, Sr. Fabián Monzón. Conviene reiterar: SE LE OTORGO AL DETENIDO SANDOVAL, ACUSADO ENTONCES DE HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA, EN CONCURSO CON TENENCIA ILEGAL DE ARMA DE GUERRA, HOY REQUERIDO A CONDENA. COMO CONSECUENCIA DE LA RECARATULACION DE LOS HECHOS, A TRES AÑOS Y DIEZ MESES DE PRISION POR SUPONERLO CO-AUTOR DEL DELITO DE ABUSO DE ARMAS EN CONCURSO MATERIAL CON PORTACION ILEGAL DE ARMA DE GUERRA EN CALIDAD DE AUTOR CON APLICACIÓN DEL INSTITUTO DEL JUICIO ABREVIADO AL CUAL HA PRESTADO CONFORMIDAD EL ENCARTADO, UNA LICENCIA SIN GOCE DE HABERES. En buen romance significa que se le garantizó la continuidad laboral para cuando cesara su prisión. 





 Lo que le aporta singularidad al hecho es que tal licencia sin goce de sueldo se le otorga a quien no pertenecía a la planta permanente de personal del municipio.





          Hay que agregarle a ello que se carece de información sobre que se haya promovido algún sumario administrativo a Sandoval para determinar su responsabilidad como empleado municipal en los graves hechos del dos de noviembre de 2005. Por el contrario se lo “premió” con una licencia sin goce de haberes desde el 1º de diciembre de 2005, con retención de cargo (sic) (fs. 74 del incidente de excarcelación). Privilegio de delincuente, toda vez que cualquier trabajador municipal por muchísimo menos de lo hecho por Sandoval, hubiera sido directamente cesanteado o rescindido su contrato.





 En síntesis, mientras Sandoval se encontraba detenido se le pagaban los haberes (noviembre y diciembre de 2005) y se le concedía licencia sin goce de sueldo con retención del cargo desde el 1º de diciembre de 2005.





 Que los hechos denunciados poseen una gravedad institucional de los cuales como legisladores no podemos permanecer ajenos.





 Acciones como las denunciadas conspiran contra la democracia, que conviene recordar, fue lograda por la lucha del pueblo argentino. En ese sentido resulta un mandato ético promover toda medida que apunte a desenmascarar a quienes utilizan el mandato popular para sus fines personales.





 Sólo así lograremos que el pueblo vuelva a creer en la política y en sus representantes 





 Que resulta, de comprobarse lo expresado, un hecho de suma gravedad por parte de quienes tienen la obligación de respetar y actuar en el marco de la ley.
 Se violenta el Estado de Derecho cuando acciones como las relatadas cuentan con el visto bueno de los gobernantes, cualquiera sea el signo político al que pertenezcan, y es por ello que considero absolutamente indispensable la aprobación de esta Declaración por parte de los Señoras y Señores legisladores. 
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